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Hora: 

Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno HUMBERTO ANTONIO ROBLEDO, contra el auto interlocutorio proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito de de Pereira por medio del cual le negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena impuesta, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

1.- PROVIDENCIA 

Consideró la señora Juez de instancia, que la Ley 975 de 2005 había establecido que la rebaja punitiva contemplada en su artículo 70 exigía el cumplimiento de unos requisitos que eran concurrentes y debían cumplirse plenamente para acceder a la reducción de pena establecida.

Así, no se observaba que se hubieran realizado las acciones de indemnización de perjuicios al representante de la víctima, tal como lo establecía el artículo 8º de la citada normatividad. Aunque no se había adelantado en el proceso penal demanda de parte civil para reclamar la indemnización de perjuicios, por parte de los herederos del occiso, señor VÍCTOR MANUEL HERNÁNDEZ LÓPEZ, no existía circunstancia alguna en el expediente que indicara algún arreglo, conciliación o pago de perjuicios por parte del procesado.

Conceptuó que no bastaba afirmar la carencia de recursos económicos para sustraerse de la cancelación de los perjuicios y la ley en ningún momento eximía de su cancelación por insolvencia económica.

Pero además, ninguna cooperación se había dado hacia la justicia, pues desde que cometió la ilicitud evadió su responsabilidad y fue necesario vencerlo en juicio en condición de reo ausente. Con tales planteamientos, negó la disminución punitiva pedida. 

2.- RECURSO 

En el escrito pertinente, el recluso manifiesta que se aparta del criterio de la señora Juez de primer grado, para lo cual hace un discurrir fundamentado en jurisprudencia que cita al punto, sobre la favorabilidad penal, la igualdad, el debido proceso y la prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental de efectos sustanciales. Así, reclama del operador judicial un papel más activo en lo que tiene que ver con el reconocimiento de la diminuente implorada, en el entendido que el propósito legislativo ha sido el que no se pongan cortapisas en especial a la aplicación de la ley benigna o favorable. 

Se refiere también a la aplicación en su caso de la analogía que le es propicia, para lo cual trae a colación apartes de decisiones de la Corte Constitucional, donde se conceptúa que puede obviarse el pago para acceder al beneficio consagrado en el artículo 64 del Código Penal, cuando se demuestre la insolvencia económica y el operador lo compruebe. Entonces, se le puede conceder la rebaja a pesar de no estar en condiciones de pagar la indemnización fijada. Dice además, que no es esta la única vía por medio de la cual los beneficiarios pueden acceder al pago ordenado, porque cuentan con el proceso de ejecución singular, debido a que la sentencia proferida contiene una obligación clara, expresa y exigible, es un título valor al ser el delito fuente de obligaciones.

Adjunta copias de providencias provenientes de diferentes juzgados del país, que otorgaron la rebaja pedida, a pesar de la imposibilidad de indemnizar en que se encontraban los condenados.

En cuanto al otro punto tocado en el auto impugnado, referente con la falta de colaboración con la justicia habida cuenta de ser vencido en calidad de reo ausente, explica que se debió al temor profundo que experimentó al enfrentar a la justicia, lo cual ahora lamenta y admite que ello hubiera redundado en beneficios procesales para él. Dice ser hombre de extracción campesina, operario de maquinaria pesada, no delincuente. Agrega que no podía acceder a las figuras contempladas en la Ley 600 de 2000 consideradas bajo ese rublo. Empero, lo reglado en la Ley 975 de 2005, en su artículo 70, tiene otro tinte, porque no era el espíritu del legislador confundir colaboración con la justicia con caos jurídico, con la renuncia del ciudadano a sus derechos fundamentales, como que se autoincrimine solo para facilitar el trabajo del dispensador judicial.

Solicita se revoque la providencia y se le conceda la rebaja pedida.

En escrito posterior se refiere en concreto al contenido del Decreto 4760 de 2005 que de manera específica estipula la improcedencia de la negación de la disminución punitiva al interno que carezca de capacidad económica, disposición que solicita sea tenida en cuenta al momento de surtirse la alzada.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado.

Frente a los juiciosos argumentos del sentenciado, debe decir la Sala que infortunadamente la rebaja punitiva establecida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, en su fórmula original, así como al ser reglamentada por medio del Decreto 4760 del 30 de diciembre de 2005, no es automática ni generalizada, como quiera que para ser concedida exige del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la verificación de unos requisitos que de manera puntual han sido determinados en tal codificación. Por manera que es obligación del funcionario judicial determinar si en efecto se cumplen las exigencias allí consignadas.

Es cierto, tal como lo sostiene el impugnante que hoy por hoy la insuficiencia demostrada de medios económicos no puede per se constituir un obstáculo para acceder a varios beneficios consagrados en materia penal, así lo sostiene la jurisprudencia constitucional y la normativa que en este caso particular existe. Pero no lo es menos, que simplemente con sostener tal carencia de medios se puede soslayar esta exigencia, dado que se han consignado otras medidas a las cuales pueden acceder los sentenciados en procura de resarcir a las víctimas por el daño irrogado, tal como lo consigna el numeral 5º del artículo 27 del Decreto 4760 de 2005, del siguiente tenor:

5.La realización de actos de reparación de las víctimas, siempre y cuando hayan sido individualizadas en el respectivo proceso.
No se podrá negar la rebaja al interno que carezca de capacidad económica. En tal caso, la reparación de las víctimas se realizará con medidas simbólicas de satisfacción tendientes a restablecer la dignidad de la víctima, difundir la verdad sobre lo sucedido o con garantías de no repetición.
Como quiera que este es un asunto que debe brotar de los propios sentenciados, es su deber presentar las alternativas por medio de las cuales pretenden remplazar la prestación de índole económica, mediante el uso de cualquiera de los mecanismos allí establecidos. 

En ese orden de ideas, se tiene que tampoco se puede decir que hubo colaboración con la justicia por parte del señor HUMBERTO ANTONIO ROBLEDO, ya que tal como lo reseñó la señora Juez fue juzgado en contumacia. Los argumentos presentados sobre este particular por parte del sentenciado, son entendibles, pero por desgracia este es un requisito que debe ser sumado a los otras exigencias que trae la norma y al no verificarse, permite concluir que debido a no satisfacerse los presupuestos legales establecidos para conceder la rebaja de pena pedida, razón le asistió a la señora Juez que vigila el cumplimento de la pena al negarle su petición, por ende, esta Sala procederá a confirmar esa determinación.  

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira y que fue materia de impugnación.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                     
         VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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